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Rel.: Alcance del artículo 4 del Decreto Ejecutivo No.35 de 6 de septiembre de 2022

Me dirijo a usted en esta ocasión, y con el respeto acostumbrado, a fin de dar respuesta a su Nota
UAF-AL-063-2025 de 12 de marzo de 2025. por cuyo conducto consulta respecto a: "si siendo
ltusta qttinc'e ( 15) ¿lícts l¡ábiles el período mirimo pora t1ue los sujetos obligado.s brirulen respuestu
a lo peticionado. ¿tendríamos la potestod de estublecer el lérmino que requerinros que lu solicitutl
sea atendidu. den¡ro de esÍe inlervalo de días?'.

l. Del principio de legalidad.

El principio de tegalidad se encuentra consagrado en el artículo l8 de la Constitución Política de

Panamá. concordante con el artículo 34 de la Ley No.38 de 3l de julio de 2000, que regula el
Procedimiento Administrativo General.

Conforme este principio de derecho público, todas las actuaciones administrativas deben estar

sometidas a las leyes. estableciendo asi un límite a los poderes del Estado. esto es que deben
ejercerse con apego a la le¡'vigente y lajurisprudencia. En otras palabras. el sen'idor público sólo
puede hacer lo que la ley le permital.

En ese sentido. el reconocido jurista argentino, Roberto José Dromi, especialista en Derecho
Administrativo. sostiene que "el principio de la legalidad es la columna rerlebrul de lo ut'tuaciótt
udminis¡rulitu y por ello puede c'oncebírselo como extremo ctl procedintienfo, consli¡uyen.lo
sitttultúneuntente la c'ondición esencial para su existencio. Agrega que el ntismo se deternúna

Licenciado
DAÚO J. HERRERA R.
Director de la Unidad de Análisis Financiero (UAF)
Ministerio de la Presidencia
Ciudad.

iu r iLl ic'un¡ e ¡t I e

t ... se pucde concluir qua la finulidutl del principio de est¡ctu legalidad, es garant¡:ut' c¡ue lu uctuucirin de lus
uutt»-idadcs ptiblicus se stiele q nn conjunto de reglos ¡'normas previut ente estublecidds, daji»no tal c¡re sc etire
todu arbitrurielud o obuso de poder <¡ue pueda olectur ct los adninistrados"- Sentencia de 24 de septiernbre de 2020
de la Sala Tercera de lo Contencioso Administrativo y Laboral de la Corte Suprema de Justicia de Pana¡ná.
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ju'ídicontente ¡tor Id concurrencia de cualro cond¡ciones que./brman su conlexto: 1)delimitación
de su uplicaci<in (rcservo de ley), 2) ordenación .jerúrquica de sujeción de lus normas a lu ley:
3l tleterminución de selección de normas oplicables ol caso en concreto. ¡ 1) precisión de los
podares r1ue lu nornu confiere a la Administraclón." (Derecho Administrativo. Argentina. libro l2
Ed. Hispania Libros-2009" página I I l).

Es importante señalar que la Sala Tercera de lo Contencioso Administrativo y Laboral de la Corte
Suprema de Justicia de Panamá, ha manif'estado por medio de su jurisprudencia. decisiones
judiciales refiriéndose al importante principio de estricta legalidad, acentuando su finalidad. Al
respecto. a través de la Resolución l'echada 10 de julio de 2019, pro{irió que', ".\e puede concluir
que lo .finulidad del principio de es¡ricta legalidad. es gurant¡zar que lu actuación de lus
outoridudes públicas se s4iete o un conjunlo de reglas ), normos preúome,1le es¡ublecidas. tle

/brma tal que se evitc toda arbitrariedqd o qbuso de poder que puede afectar a los qdntinistrado.t" .

Se desprende así, con meridiana claridad, que los actos administrativos emitidos por los servidores
públicos en e[ ejercicio de sus funciones, deben limitarse a lo permitido por la ley y que. en
estricto cumplimiento del mandato constitucional, tal comportamiento revestirá )' asegurará que el
acto emitido se presuma igualmente legal.

Il. Del Principio de Debido Proceso.

El debido proceso está consagrado en el artículo 32 de la Constitución Política. como principio
fundarnental para la protección de los derechos individuales f'rente al ejercicio arbitrario del poder
estatal. obligando a la administración a respetar las garantías y formalidades que integran el proceso
legal" al señalar que "nodie serújuzgutlo, sino por auloridad competente y con/brme u k¡s trámites
legulcs...".

El Pleno de la Corte Suprema de Justicia, en Sentencia de 4 de mayo de 2015. fiente a una acción
de amparo de garantías constitucionales, reconoce al debido proceso como institución de garantía
para el individuo. nranifiesta que: ",ii se úola alguno de dichos elementos de tul munera qua se

aJbc'te la posibilidad de las personas de de.fénder e.feclitamente sus derechos (¡,a seu ¡tor úol.ttión
del derecho a ser oído: por .falta de la debida nolificdción. ausencia ¿le bilateralitlud. o
contrudicción del derecho a aportal pruebas; de la posibilidad de hacer uso tle medio de
impugnoción cu ra resoluciones judiciales: falto to¡ol tle tnotivoción de éstos: tromitación tle
procesos no regulados mediante ley: pretermisión de uno instuncia: seguirse un túmite tlis¡into al
previsfo an lu ley j)roceso tnonilorio en yez de uno ordinario: ejecución de sentencia en vez de
proL'cso ejcculit'o: tlolilicación por ediclo cuando debe ser personal: sentencia o'bitt'cu'ia que. ¡tor
eienplct, dcscont¡ce la cosa .juzgada naterial-) ante tribunul compatcnte, lu sanc.ión
corra.spondicnle scrá lo nulidad conslitucional" (H0\'OS, Arturo. El debitlo proceso. Editoriul
Tcmis.5..1.. Sunra Fé de Bogotú. 1995, págs.89-90)."

De otro lado. en el ámbito administrativo. los articulos 36 y 201. numeral 31. de la Ley No.38 de
3l de julio de 2000. en su condición de lex generalis, en concordancia con la Carta Magna y. la
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jurisprudencia nacional, abordan el concepto del debido proceso, como una garantía juridica
confbnne la cual. ningún acto adminislrativo puede realizarse en detrimento de la norma juridica.
en cuanlo. entre otros. a la competencia de la autoridad administrativa y a los trámites realizados.

III. I)cl Decreto Ejecutivo No.35 dc 2022.

El articulo .l del Decreto Ejecutivo No.35 de 6 de septiembre de 2002. que reglamenta la Le.v- No.23
de 201 5. señala un término? máximo de hasta quince ( I 5) días hábites. para puede otorgarse a los
sujetos obligados para la entrega de la infbrmación solicitada por la Unidad de Análisis F-inanciero
para la Prevención del Blanqueo de Capitales y el Financiamiento del Terrorismo.

. 1), /u h,arVarana /t /a y ú?7t gtr/u itttuttt a/o/ y /a ¿¡¡¿r¿¡nr¿¿ tqlut/ ¡l la ru/ln,¡lut¡i.l /tti/,/t¿tt
\l .¡n.r,l,,llSl:.O(Jht,,). Pl .l tJ R(,pr¡hll(l'Je P¡n.rrl]l tl.,letilr.,,. i(,:-{i{l,r i¡¡¡¡il,i /

' E-nu¡l .,. .,1 , .r Par:i¡a \\!b ,. , \. ,,.i

Si bien. tat como se apunta en la consulta. la norma establece un máximo. este Despacho advierte
que dicho Decreto Ejecutivo no contempla la existencia de un parámetro mínimo, razón por la cual
la entidad no cuenta con [a facultad expresa para para conceder un término distinto al legalmente
autorizado.

IV. Conclusión.

Esta Procuraduria. en relación al tema objeto de su consulta, considera que la Unidad de Análisis
Financiero para la Prevención del Blanqueo de Capitales y el Financiamiento del Terrorismo no
está f'acultada para establecer un término distinto al de quince (15) días hábiles consignado en el
articulo 4 del Decreto Ejecutivo No.35 de 2002, en virtud de lo dispuesto en artículo l8 de la
Constitución Política y el artículo 34 de la Ley No.38 de 2000.

De esta manera se da respuesta a su solicitud. indicando que la opinión aquí vertida. no constitu)e
un pronunciamiento de fbndo, o un criterio concluyente que determine una posición \.inculante, en
cuanto a lo consultado.

Aprovecho la oportunidad para reiterarle Ias seguridades de mi alta consideración.
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r De conformidad con la Real Academia Española, término es: "Úl mo punto hasta dontle llega o se extiende ulgo',.
https:,'/dle. rae.es/t%C37oA9rm ino?m=form


